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Los hechos más relevantes de los meses de diciembre y enero fueron: 
En Bolivia,  la "Revolución Democrática y Cultural" liderada por Evo Morales cumple su séptimo aniversario, en medio de una notable bonanza económica, sobre todo en el nivel macro, pero asediada por corrupción en ámbitos estatales y algunos traspiés político electorales que pueden incidir negativamente en  la estrategia  del  MAS con vista a la reelección de Evo Morales en diciembre de 2014 y la renovación de los gobiernos  regionales y municipales en abril de 2015.
En Colombia, a pesar de las fuertes críticas provenientes principalmente desde la comunidad internacional y defensores de derechos humanos, el Gobierno nacional y sus mayorías parlamentarias lograron sacar adelante una ley ampliando las garantías judiciales para los militares, garantías que en algunos casos parecen rayar con la impunidad. Con esta medida, el presidente Santos parece estar dándoles a los militares algunas concesiones que facilitarán su apoyo al proceso de paz con la guerrilla de las FARC. Mientras tanto, faltando todavía más de unos años para los comicios parlamentarios y presidenciales, las campañas electorales han iniciado con bastante fuerza, abriendo la posibilidad de que expresidentes y altos funcionarios del Gobierno regresen al Congreso. 
 En Ecuador,  los meses de diciembre y enero se caracterizaron por el desarrollo de actividades enmarcadas en lo electoral, tales como: inicio de la campaña, publicación de resultados preliminares de las encuestas, algunas denuncias presentadas sobre campaña inequitativa y definición y acuerdo sobre las misiones electorales que acompañarán en el desarrollo de próximos comicios. También generó noticia el caso de falsificación de título del expresidente del Banco Central del Ecuador, y la posesión del Consejo de la Judicatura.
En Perú, En el Perú, el año 2012 concluyó en una calma social relativa y con un incremento de aproximadamente 6,5% del producto bruto interno, uno de los más altos de la región. 
El empleo formal también creció; sin embargo, la informalidad de la economía continuó campeando, lo mismo que la desigualdad en la distribución de los ingresos.



BOLIVIA
Séptimo Aniversario de la revolución democrática y cultural: luces y sombras del proceso
Evo Morales ha conmemorado el 22 de enero siete años de su ascensión al poder en medio de una bonanza económica sin precedentes pero con nubarrones que oscurecen las importantes transformaciones logradas en su gestión. Nadie puede poner en duda la trascendencia, por ejemplo, de  las políticas redistributivas que han permitido bajar significativamente los niveles de pobreza extrema y el empoderamiento político de los sectores populares, sobre todo indígena campesinos, que ya constituyen un sujeto central, imprescindible, de las estructuras del poder estatal.
En su informe de gestión presentado ante la Asamblea Legislativa Plurinacional[footnoteRef:1], el presidente Morales ha hecho mucho énfasis en la buena salud de la economía, que es incuestionable pero  no atribuible únicamente a las políticas adoptadas por el gobierno actual, puesto que los precios de las principales materias primas que exporta el país (gas, estaño, plata y zinc) atraviesan una larga etapa de alza sin precedente en la historia boliviana. Ciertamente los indicadores macroeconómicos son muy elocuentes respecto al auge económico sostenido durante la administración Morales. El PIB en el 2012 superó los 26 mil millones frente a 9.6 mil millones en el 2005, presentando una de las tasas de crecimiento  más altas de la región, con un 5.5 por ciento al cierre del 2012. Las Reservas Internacionales Netas (RIN) alcanzaron a más de 14 mil millones frente a 1.7 mil millones en el 2005, como resultado de los niveles récord de exportaciones que se triplicaron en los últimos siete años, apenas por debajo de los 12 mil millones de dólares en el 2012 y que durante el último septenio han permitido al país gozar de niveles de superávit comercial nunca antes vistos. Por último, la inflación en el 2012 alcanzó a 4.6 por ciento, una de las más bajas de Sudamérica.    [1:  Evo Morales Ayma.  Informe de Gestión 2012, La Paz 22 de enero de 2013. Ministerio de Comunicación del Estado Plurinacional de Bolivia. Separata del diario La Razón. 23.01.13] 

En su discurso, el Presidente también realizó un balance muy optimista de los avances que su gestión logró en materia de infraestructura vial y servicios, así como en materia de inversión pública y privada en sectores estratégicos (hidrocarburos y energía eléctrica). Adicionalmente, colocó la denominada Agenda Patriótica 2025 como una suerte de programa estratégico que guiará la gestión gubernamental en los próximos años hacia la construcción de “una Bolivia Digna y Soberana”, “una nueva sociedad y estado más incluyente, más participativo, más democrático sin discriminación, sin racismo sin odios sin división como manda la Constitución política del Estado”[footnoteRef:2].  [2:  Agenda Patriótica del Bicentenario 2025. Ministerio de Comunicación del Estado Plurinacional de Bolivia. Separata del diario La Razón. 23.01.13] 

Respecto a los avances del país para lograr mayor inclusión, el reciente cambio de directivas en la Asamblea Plurinacional marcó un nuevo hito, al menos simbólico, en el proceso de disminución de la inequidad de género, ya que por segundo año consecutivo las dos presidencias serán ejercidas por mujeres del MAS. La novedad fue que la Cámara de Diputados ha sido asumida por una parlamentaria de Santa Cruz en reemplazo de Rebeca Delgado quien tuvo un grave impasse con el Ministro de Gobierno[footnoteRef:3] y luego con el presidente Morales, que le quitó su confianza. [3:  Ver Coyuntura Andina noviembre de 2012] 

En la otra cara de la medalla del discurso presidencial, fueron significativas  las referencias al bajo rendimiento que ha tenido la empresa metalúrgica Colquiri luego de su nacionalización. Evo Morales lanzó una sentencia terminante: “Si la nacionalización es para producir menos, pues entonces no hay para que nacionalizar”. También se refirió al fracaso de la empresa siderúrgica del Mutún, vinculada a la empresa Jindal de la India, así como a la baja ejecución presupuestaria de los gobiernos departamentales y municipales y aun de los Ministerios. Sin embargo, no mencionó los conflictos con el gobierno de España que está enfrentando su administración por las recientes nacionalizaciones de empresas que operaban en el sector de electricidad de ese país.
Durmiendo con  el enemigo: el cáncer de la corrupción
Como ya se advirtió en el informe de noviembre de 2012, en los últimos días de ese mes se destapó un caso muy grave de corrupción en el seno mismo del gobierno y que parece haber  penetrado profundamente las estructuras del órgano judicial y del ministerio público. Se trata de una red de extorsión conformada por funcionarios de alto nivel de los ministerios de gobierno (entre ellos el director de Régimen Interior) y de la Presidencia, e incluso alguno que habría trabajado en el Ministerio de Transparencia y Lucha contra la Corrupción.  El caso fue develado a raíz de  gestiones realizadas directamente por el actor norteamericano Sean Penn, amigo personal del presidente Morales, a favor de su compatriota Jacob Ostreicher, quien permanecía detenido en una cárcel de Santa Cruz desde hace algo más de 18 meses bajo acusación de “legitimación de ganancias ilícitas” o lavado de dinero, sin que se hubiera seguido el debido proceso y  presuntamente víctima de la referida red de extorsión.
Hasta hoy no es posible determinar el tamaño de la red, el número y jerarquía de los funcionarios públicos involucrados en ella y los alcances de sus acciones delictivas. La compleja tarea de explicar el caso ha desencadenado una serie de contradicciones en el seno del gobierno que, para mitigar el impacto,  ha optado por el expediente, conocido pero poco convincente hoy, de que el escándalo sería producto de una maquinación del “imperialismo norteamericano”. Lo evidente es que el hecho pone en tela de juicio todo el discurso oficial de lucha contra la corrupción y de búsqueda de una administración de justicia transparente e idónea y, como era previsible, ha generado una corriente de opinión pública muy crítica afectando severamente la imagen y credibilidad del gobierno.
Lo que llama la atención es que, a pesar de haber sido el ministro de gobierno en persona quién hizo pública la denuncia, exigiendo un pronto esclarecimiento y sanciones ejemplares para los funcionarios públicos que resultaren involucrados,  las investigaciones ulteriores no han tenido la claridad y celeridad esperadas y todo parece indicar, dos meses después de haberse puesto en evidencia, que el caso permanecerá en la penumbra por buen tiempo. Incluso, algunos de los implicados han emitido declaraciones públicas atribuyendo la acusación a un ajuste de cuentas entre fracciones del propio aparato estatal. El gobierno tiene que evaluar rigurosamente los riesgos que se derivan del caso puesto que el mismo puede cobrar una factura política alta, como ya lo ha dejado entrever la candidata perdedora del MAS a la Gobernación del Beni, al señalar que el caso de la red de extorsión había incidido negativamente en los resultados de la elección[footnoteRef:4].  [4:  www.eldeber.com.bo	23.01.13] 

Y como “las malas nunca vienen solas”, hacia mediados de enero, la ciudadanía volvió a ser  impactada por otro hecho insólito: dos miembros de la Asamblea Legislativa de Chuquisaca pertenecientes al MAS, en absoluto estado de ebriedad, habrían incurrido en actos de acoso y abuso sexual contra empleadas de servicio de la institución, durante una fiesta de Navidad realizada en ambientes de la propia Asamblea. El caso pudo conocerse gracias a una filtración de las escenas filmadas por las cámaras de seguridad instaladas en esos recintos y que muestran la presunta violación de una mujer en pleno hemiciclo de la Asamblea y el acoso de una segunda, por parte del vicepresidente de ese órgano.  
Lo sorprendente es que las primeras medidas adoptadas por las autoridades de la Asamblea estuvieron dirigidas contra el Jefe de Sistemas Informáticos y encargado de las cámaras de seguridad, quien se encuentra en la cárcel bajo la acusación de “uso indebido de bienes y servicios, y extorsión” y por haber “alterado las imágenes de la grabación”.  El referido funcionario sostiene, a su vez,  que ha sido detenido “por haberse negado a borrar esas imágenes”[footnoteRef:5].  Recién en la cuarta semana de enero y bajo una fuerte presión de opinión pública se procedió a la detención de los asambleístas en cuestión y la apertura de los procesos correspondientes.  [5:  www.paginasiete.bo	21.01.13	] 

El escándalo, que por cierto tiene fuertes repercusiones políticas, ha generado reacciones dispares y aún contradictorias en el seno del gobierno. Por una parte el presidente de la Asamblea Legislativa de Chuquisaca ha salido al paso de la censura pública con insinuaciones de que los hechos habrían sido “organizados por funcionarios de la oposición”[footnoteRef:6]. Del mismo modo la Federación de Mujeres Bartolina Sisa, integrante del MAS, sostiene que la difusión de las grabaciones forma parte  de “una campaña de la oposición para descalificar el proceso”[footnoteRef:7]. La ministra de Justicia, apelando a la letra muerta de la ley, pide a la víctima de la presunta violación que “si se siente agraviada puede denunciar el hecho” puesto que “la fiscalía no puede realizar ninguna investigación de oficio”[footnoteRef:8]. [6:   www.paginasiete.bo	18.01.13]  [7:            	Id		18.01.13]  [8:            	Id		18.01.13] 

Contrariamente, el vicepresidente del Estado así como las ministras del gabinete y varias diputadas del MAS han sido tajantes en condenar los hechos, plantear la expulsión de los asambleístas involucrados y exigir el proceso y las sanciones correspondientes[footnoteRef:9]. La flamante presidenta de la Cámara de Diputados ha propuesto, incluso, la “castración química” de los violadores[footnoteRef:10]. El Tribunal de Ética del MAS ha procedido a la expulsión demandada.  Por otra parte, la representación de la ONU en Bolivia se ha pronunciado pidiendo la inmediata investigación, juzgamiento y severa sanción de lo que aparece como flagrante agresión[footnoteRef:11]. [9:             	Id		19.01.13]  [10:  	Id		21.01.13]  [11:  	Id		19.01.13] 

Lo que parece ponerse en juego,  por estos  y otros hechos de corrupción, es la capacidad del MAS, y sobre todo de su líder Evo Morales, de infundir en su militancia una dimensión ética del ejercicio del poder. Tarea nada sencilla si se toma en cuenta las inveteradas prácticas del viejo sistema político, que parecen haber ganado amplio terreno en esferas del actual aparato estatal y frente a las cuales el gobierno no ha logrado desplegar eficaces y oportunos blindajes. 
Las elecciones de Gobernador en el Beni: ¿un traspié en la estrategia del poder total?
Pese al enorme despliegue de propaganda y logística y  a la participación directa del presidente del Estado en la campaña de la candidata del MAS a la Gobernación del Beni[footnoteRef:12], el domingo 22 de enero, ganó el candidato de oposición en la primera vuelta[footnoteRef:13]. Según cifras oficiales, obtuvo 52 por ciento de los votos frente a 44 por ciento de la candidata del MAS[footnoteRef:14]. Aunque se trataba de elecciones regionales, en ellas se jugaban muchas cartas de alcance nacional. Por una parte, la consolidación de la hegemonía política del MAS en un zona muy importante del país que aún permanece, al menos parcialmente, fuera del control  del gobierno central. Por otra, la capacidad de la oposición para articular una alternativa que ponga cierto límite a la expansión del MAS y, sobre todo, que pueda servir de plataforma para una estrategia exitosa frente a futuros escenarios electorales.  [12:  www.la-razon.com	17.01.13]  [13:  	Id		24.01.13]  [14:  Órgano Electoral Plurinacional, www.oep.gob.bo] 

Desde luego la lectura de los resultados es absolutamente contrapuesta. Mientras la oposición proclama a todos los vientos su victoria y la “derrota personal” del presidente Morales, el MAS, aun reconociendo el “débil triunfo de la derecha”, reivindica el importante incremento de su electorado en los últimos seis años y advierte que ésta será “la última celebración de los partidos tradicionales” en esa región[footnoteRef:15]. Lo que no parece admitir duda es que lo ocurrido en el Beni es apenas un anticipo de los escenarios de confrontación que previsiblemente surgirán en todo el país al calor de los procesos electorales de diciembre de 2014 (elección de presidente, vicepresidente y miembros de la Asamblea Plurinacional) y abril de 2015 (gobiernos departamentales y municipales). [15:  www.la-razon.com	22.01.13] 

Este contexto puede tornarse aún más complejo y conflictivo como efecto del Censo Nacional de Población y Vivienda realizado en el mes de noviembre de 2012 y cuyos resultados preliminares han sido presentados el día 23 de enero por el presidente Morales[footnoteRef:16]. Esos resultados deberán ser tomados en cuenta a la hora de determinar el número de escaños que corresponde a cada departamento para las elecciones generales de diciembre de 2014 así como para la distribución de recursos. No se han hecho esperar las primeras reacciones. Las autoridades y líderes cívicos de Santa Cruz han expresado su disconformidad con los datos y consideran que tanto la cartografía como el proceso de empadronamiento presentaban graves deficiencias. No descartan requerir una auditoria o un nuevo registro departamental[footnoteRef:17]. [16:  Todos los medios	24.01.13]  [17:  Todos los medios	24.01.13] 

La polémica desatada entre la presidenta de la Cámara de Diputados y el ministro de gobierno en torno al proyecto de ley que determinaría la extinción de dominio de bienes que estén vinculados a actos de corrupción y narcotráfico[footnoteRef:18] ha puesto en evidencia no solo la profundidad de las diferencias políticas que parecen existir entre miembros del más alto nivel de conducción gubernamental, sino las tensiones generadas por cierta corriente parlamentaria, que estarían tomando cuerpo en las propias filas de la Bancada del MAS, que apunta a superar la crónica  subordinación del órgano legislativo respecto del ejecutivo, como expresión del hiperpresidencialismo del que Bolivia, como varios  países de la región, es tributario.  [18:  www.paginasiete.bo	27.11.12	Pág.	Tapa, 3
  www.la-razon.com	27.11.12	Pág.	A4] 

El impase producido en estos días podría ser la señal de una saludable  puesta en cuestión de esa relación perversa, que ha debilitado a niveles extremos el principio de separación y equilibrio de poderes, uno de los pilares sobre los que se erigen el estado de derecho y la democracia.
La calidad de las leyes y la fiscalización y control eficaz de los otros órganos del Estado por parte del Legislativo, como condiciones básicas de una buena gestión pública, constituyen tareas pendientes o desafíos que debe encarar el sistema político boliviano como parte del proceso de cambio que vive actualmente el país. El no hacerlo puede provocar una gran frustración ciudadana y desatar peligrosas consecuencias sobre la legitimidad y estabilidad de las instituciones democráticas. 
El censo 2012 en la mira  
El “Censo Nacional de Población y Vivienda” realizado el 21 de noviembre, luego de un año de atraso, ha generado, como era previsible, dudas, expectativas y especulaciones, que una vez se conozcan sus resultados oficiales, incidirán de manera muy importante en el clima político del país[footnoteRef:19]. Al parecer, dos serán los efectos más relevantes de esos resultados, por un lado la redistribución de los recursos públicos entre los departamentos, entre éstos y los municipios y entre los municipios entre sí. Por otro lado, la asignación de escaños en la Cámara de Diputados.  [19:  www.la-razon.com	24.11.12	 Pág. 	Tapa, 16,17] 

Se trata, sin duda, de dos cuestiones de alta sensibilidad y potencialmente muy conflictivas. El departamento de Santa Cruz que, se presume, es el más poblado del país, seguramente reclamará mayor participación en los recursos públicos y una representación proporcional en la Cámara de Diputados. Lo propio se puede esperar en el caso de la ciudad/municipio de El Alto, que seguramente se consolidará como la tercera del país en número de habitantes y reclamará, además de mayores ingresos económicos, varios escaños más en la distribución interna de representantes ante la Cámara de Diputados por el Departamento de La Paz. Incluso hay corrientes que han empezado a hablar de que El Alto, ciudad emblemática por las movilizaciones que protagonizó en los años 2002 y 2003, que abrieron las compuertas del proceso político actualmente en curso, tiene derecho a convertirse en el décimo Departamento del Estado Plurinacional.  
No se debe olvidar que en las semanas previas al censo se hicieron visibles las disputas de límites entre municipios, que se expresaron de manera violenta con bloqueos de carretas y enfrentamientos entre pobladores y policías, y que pueden multiplicarse y exacerbarse al calor de los resultados oficiales del censo.  
En suma: la construcción del Estado Plurinacional, Unitario y Descentralizado con Autonomías, es una fórmula de alta complejidad que deberá pasar por exámenes muy exigentes en los próximos meses y años. Para tal fin, los resultados del Censo deberían constituir la línea de base para la formulación de políticas de desarrollo humano, económico y social, dirigidas a mejorar la calidad de vida de la población boliviana. Como parte de ese proceso, se deberá encarar la construcción de un pacto fiscal, entendido como el acuerdo entre los distintos niveles de gobierno y la sociedad civil que define los canales de generación de recursos públicos, la distribución de los mismos a través de las instancias más adecuadas para administrarlos, y el destino de esos recursos. 
De esta manera, se pueden ir creando las condiciones adecuadas para encarar los problemas neurálgicos del desarrollo en Bolivia. Por un lado, la carencia de una visión estratégica de desarrollo nacional y regional concertada. Por otro, un ordenamiento fiscal consistente, que sea capaz de resolver la baja cobertura tributaria, los desequilibrios en la distribución, la baja ejecución presupuestaria, el endeudamiento público, entre otros.
¿La corrupción gana la guerra?
Seis años después de su posesión, el presidente Evo Morales  se ve asediado por una escalada de la corrupción que parece haber alcanzando muy altos niveles de penetración en el aparato estatal. Una red de extorsión conformada por altos funcionarios de los ministerios de Gobierno y de la Presidencia acaba de ser desbaratada y es previsible que en los próximos días y semanas se tengan importantes noticias acerca de la magnitud de sus operaciones[footnoteRef:20]. [20:  www.la-razon.com	29.11.12	Pág. 	Tapa, A6,7
  www.paginasiete.bo	28.11.12	Pág.	Tapa, 36
  www.laprensa.com.bo	29.11.12	Pág.	A6-7
  www.cambio.bo	28.11.12	Pag.	20,23] 

El tema no es banal, puesto que está poniendo en tela de juicio una de las consignas más exitosamente enarboladas por el MAS  en la primera fase de su gestión gubernamental: la erradicación de la corrupción en la gestión pública, asumida  como un rasgo distintivo del viejo régimen político. Ese impulso inicial recibió un fuerte soporte moral y político con el proceso seguido y condena a doce años de cárcel dictada contra Santos Ramírez, el dirigente más importante del MAS, luego de Evo Morales, y primer presidente de la mayor empresa pública boliviana, Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos (YPFB), en el gobierno actual, sorprendido en un caso flagrante de extorsión en enero de 2009.
Sin embargo, el escándalo desatado en estos últimos días, sumado a varios otros vinculados con empresas y reparticiones estatales, están mostrando una creciente debilidad del Gobierno para neutralizar los poderosos tentáculos que las redes de corrupción parecen haber desarrollado en diversos ámbitos de la administración pública.  Esto puede afectar peligrosamente la credibilidad y la autoridad del propio Presidente del Estado, que ciertamente constituyen el mayor capital político del gobierno actual.

COLOMBIA
Fuero Militar: ¿Estrategia para la paz o impunidad en derechos humanos?
Finalizando el 2012, el Congreso colombiano aprobó una de las reformas constitucionales más controversiales de los últimos años: la ampliación del fuero militar. Esta, en términos generales, estableció que los presuntos delitos cometidos por la fuerza pública en desarrollo de sus operaciones dejarán de ser juzgados por la justicia civil y deberán ser tramitados en tribunales militares. Esta decisión resulta particularmente preocupante en un país como Colombia, en el que actualmente hay investigaciones abiertas contra cerca de ocho mil militares involucrados en diferentes tipos de crímenes.  
Aunque gracias a la presión de la comunidad internacional fueron excluidos los crímenes de lesa humanidad, el genocidio, la violencia sexual, la tortura, la ejecución extrajudicial así como la desaparición y el desplazamiento forzado –temas que continuarán siendo juzgados en instancias civiles–, diferentes aspectos de la ley han prendido las alarmas acerca de la impunidad que podría generar. Así, por ejemplo, al permitir que la justicia militar sea la primera en recopilar pruebas en terreno para determinar la legalidad de un operativo o de una baja en combate, se teme que este proceso no se haga con el rigor jurídico necesario. Al fin y al cabo el grueso de las investigaciones penales de los últimos años contra militares se han basado en indicios encontrados por entes civiles. Así, en la práctica, la Fiscalía tan solo investigará aquellos crímenes militares que estos últimos decidan notificar. Del mismo modo, el hecho de que la Ley estableciera el Derecho Internacional Humanitario –derecho en tiempo de guerra– como el criterio para juzgar la conducta de la Fuerza Pública aun por encima de otros parámetros de derechos humanos, o que le diera tan solo un año a la Fiscalía para decidir cuáles de los cerca de ocho mil casos en investigación deberán pasar a la justicia militar, han sido identificados como factores de riesgo y retrocesos. Así lo han expresado respetadas instituciones como la Organización de las Naciones Unidas, Human Rights Watch y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 
¿Por qué a pesar de estas críticas y del evidente alto costo político internacional el Gobierno decidió apostarle a la aprobación de esta ley? Si bien en la decisión pudo influir el hecho de que desde hace varios años la Fuerza Pública exigiera tales reformas para garantizarles seguridad jurídica a sus tropas, lo más probable es que la mesa de negociación con la guerrilla de las FARC  haya sido la principal motivación del presidente Santos para promover esta polémica legislación. Así, consciente de que para llevar a buen término el proceso de paz deberá darle algunas concesiones a la guerrilla, y sabiendo que ni la Fuerza Pública ni el grueso de los ciudadanos aceptarían un escenario postconflicto en el que los guerrilleros reciban algún tipo de amnistía y los militares sean juzgados con todo el peso de la ley, el nuevo fuero militar se convertiría en una herramienta eficaz para comprometer al sector castrense con el proceso o, por lo menos, para que no lo torpedeen. Con la “ventaja estratégica” de que ante la eventualidad de que la mesa de negociación fracase, el ejército contaría con herramientas para combatir a las FARC con mayor libertad y certeza jurídica –aun a costa del respeto por los derechos humanos-. 
Comienza el partidor electoral
A pesar de que aún falta más de un año para los comicios legislativos y presidenciales –marzo y mayo de 2014, respectivamente–, una serie de anuncios y especulaciones ocasionaron que las campañas electorales empezaran con inusitada anticipación. La supuesta intención del expresidente Álvaro Uribe (2002 – 2010) de encabezar una lista al Senado fue el evento catalizador de este escenario. Con esta estrategia Uribe pretendería aprovechar su alta popularidad para consolidar el recientemente creado movimiento político Centro Democrático (ver informe julio 2012) y fortalecer una eventual candidatura presidencial de uno de sus alfiles –hasta el momento ninguno de los precandidatos uribistas ha superado el 2% de intención de voto en las encuestas–. Si bien el expresidente no ha confirmado ni negado esta posibilidad, el hecho de que el anuncio lo hiciera una de las personas más allegadas a él como lo es su exvicepresidente, que constitucionalmente Uribe esté impedido para aspirar a un tercer periodo presidencial, que en Colombia históricamente los votos de una persona no sean endosables y que la legislación obligué a Centro Democrático a obtener más de 400 mil votos para conformarse en partido formal y buscar una curul en el Congreso, le han dado credibilidad a este rumor. Dicho de otra forma, es claro que sin Uribe como candidato el uribismo, como fuerza política, está condenado a desaparecer. 
Aunque lo más seguro es que pasen varios meses sin que Uribe corroboré o no su candidatura, la sola posibilidad sacudió el mapa político del país. Esto en la medida en que nadie duda de su capacidad para conseguir votos y, por lo tanto, de hacerle un verdadero contrapeso electoral y político al presidente Santos y a su hasta ahora imbatible Unidad Nacional conformada por cinco partidos políticos. Así, ante algunos cálculos que dicen que con Uribe de candidato su movimiento podría obtener entre 10 y 20 curules parlamentarias, la mayoría de los partidos políticos han empezado a considerar estrategias de mitigación. La posibilidad de que el expresidente César Gaviria (1990 – 1994), el excandidato presidencial Horacio Serpa y/o algunos de los actuales ministros y asesores presidenciales encabecen sendas listas al Senado que le hagan contrapeso a Uribe, han surgido como opciones que, impensables hace apenas un año al ser consideradas como un retroceso en sus trayectorias políticas, cada vez se tornan más viables.  
Desde el mismo Gobierno parecen estar entendiendo la necesidad de enviar verdaderos pesos pesados a la contienda electoral. Así se puede interpretar el reciente –y polémico– llamado hecho por el presidente Santos a su ministro de Vivienda, Germán Vargas, para que decidiera si quedarse en el ministerio terminando el proceso de entrega de casas gratis para los más pobres, o renunciaba en el corto plazo para no inhabilitarse en caso de querer aspirar a algún cargo de elección. Si bien con este anuncio se cree que el presidente instó a su ministro estrella a aspirar al Congreso para hacerle contrapeso a Uribe, no debe descartarse la posibilidad de que fuera un giño para que Vargas fuera el sucesor de Santos en 2014. Esta hipótesis, descartada por muchos al considerar inviable que el presidente renuncie a la posibilidad de ser reelecto, no puede ser rechazada a la ligera. Al fin y al cabo, de llegar a firmar el acuerdo para el fin del conflicto con las FARC en el transcurso de un año, como son sus cuentas, pasaría a la historia como el presidente que firmó la paz y se le abrirían una serie de posibilidades en el ámbito internacional que, probablemente, resultarían más atractivas para Santos que el desgaste político que le traería un segundo periodo presidencial. 
Cualquiera de los escenarios, en todo caso, dependerá de manera directa del desenlace de la mesa de negociación con las FARC: de tener éxito, Santos podría darse el lujo de decidir si quiere la reelección o quiere aspirar a altos cargos en la comunidad internacional, con éxito casi asegurado en cualquiera de las opciones. Su fracaso, por el contrario, haría peligrar no solo su reelección sino incluso su gobernabilidad y la estabilidad de su bancada parlamentaria. 

ECUADOR
Elecciones 2013
Inicio de la campaña electoral
La campaña para las elecciones de presidente, vicepresidente, miembros de la Asamblea Nacional y del Parlamento Andino, que se realizaran el 17 de febrero, comenzó el 4 de enero mostrando diferencias con campañas previas. Por una parte el Presidente de la República, Rafael Correa, solicitó una licencia de 30 días a la Asamblea Nacional para participar en la campaña electoral, la cual fue aprobada el 2 de Enero[footnoteRef:21].  Lenin Moreno, Vicepresidente de la República, lo reemplazará en sus funciones ejecutivas e informes semanales “las sabatinas” durante su ausencia.  [21:  El Norte. Asamblea otorga licencia a presidente Correa para campaña electoral. 02/01/2013. Disponible en:         http://www.elnorte.ec/politica/30334-asamblea-analiza-pedido-licencia-de-correa.html] 

Por otro lado, dada la polarización política que vive el país, agravada por el escándalo de la suplantación de firmas en el registro de las organizaciones políticas, hacía prever que la campaña electoral tendría una enorme virulencia y elevados ribetes de guerra sucia. No obstante, hasta el momento, se desarrolla en un marco de convivencia aceptada, en la que están presentes ofrecimientos demagógicos y duras acusaciones entre los candidatos presidenciables de la oposición y el candidato - presidente Correa, expresadas en spots publicitarios, así como en presentaciones televisivas, entre otros medios, en las que se acusa a  Correa de querer consolidar “el control total del Estado” y desde el oficialismo de que la oposición desea “destrozar lo avanzado” y “disminuir los impuestos a los ricos”[footnoteRef:22]. Pese a esto, se perciben diferentes orientaciones ideológicas expresadas sin restricciones y lo que es quizás más notable, sin catastrofismos. [22:  El Comercio. Cuatro candidatos buscan ser ídolos en video. 21/01/13. Disponible en: http://www.elcomercio.com/tarima/Norman_Wray-Rafael_Correa-Guillermo_Lasso-Alberto_Acosta-candidatos-buscan-idolos-video-elecciones_2013-Ecuador_0_851314942.html] 

Resultados preliminares de encuestas electorales
Las referencias a las encuestas recién ganan audiencia y en general los candidatos señalan que van subiendo en las mismas, con la excepción de Gutiérrez que reconoce que a su candidatura en lo que le va bien es en “las encuestas de carne y hueso” haciendo alusión a las encuestas realizadas por la misma organización política en las que se asegura que su candidato presidencial está bien posicionado[footnoteRef:23]. Cada uno de los siete candidatos de la oposición siente que pasarán a la segunda vuelta, en la que derrotarán a Correa. Mientras que, por su parte, Correa ha posicionado consistente y rítmicamente el lema de que “ya tenemos presidente” y de lo que se trata es de votara la lista 35 (Alianza País) “toda todita” para evitar así el voto cruzado. De esta manera, incluso reforzando tendencias previas al inicio de la campaña, ninguna encuesta conocida hace prever una segunda vuelta – los guarismos para Correa van del 48 al 60%– y las previsiones han pasado de señalar una precaria mayoría absoluta de 70 parlamentarios (de un total de 137) para AP en la Asamblea Nacional a una mayoría absoluta relativamente holgada que ronda los 80 asambleístas[footnoteRef:24].   [23:  El comercio. El juego de las encuestas arrancó. 23/01/13. Disponible en: http://www.elcomercio.com/politica/juego-encuestas-arranco_0_852514809.html. ]  [24:  VISTAZO. CEDATOS realizó una encuesta a nivel nacional en quince ciudades de la Costa, Sierra y Amazonía a cuatro meses de las votaciones. Disponible en: http://www.vistazo.com/webpages/pais/?id=21859] 

Denuncias de la oposición por campaña inequitativa
Siete grupos de la oposición han realizado denuncias ante el Consejo Nacional Electoral (CNE)y la Contraloría Nacional el Estado por el mal uso de los bienes públicos a favor de la campaña política oficialista, lo cual provocaría, en su criterio, una situación de inequidad de condiciones en la campaña electoral. La Coordinadora de las Izquierdas, el Partido Sociedad Patriótica (PSC), el Movimiento Creando Oportunidades (Creo) y el Partido Renovación Institucional Acción Nacional (PRIAN) han formalizado las quejas ante el CNE, el Tribunal Contencioso Electoral (TCE) y la Contraloría. Como respuesta a estas denuncias, la autoridad electoral ha vetado el pautaje de ciertos espacios publicitarios[footnoteRef:25].	
 [25:  El Hoy. Nueve denuncias por campaña inequitativa. 25/01/2013. Disponible en: http://www.prensaescrita.com/adiario.php?codigo=AME&pagina=http://www.hoy.com.ec] 

Propuestas electorales de reducción de impuestos llaman la atención del sector privado
Varias propuestas electorales de la oposición han volcado sus ofertas hacia la reducción de los impuestos, lo cual intenta generar adeptos en el empresariado ecuatoriano. Una de ellas pertenece al candidato que va segundo en las encuestas electorales y que es afín al sector, Guillermo Lasso, la cual plantea disminuir en dos mil millones de dólares la presión tributaria mediante la eliminación de nueve (9) impuestos. Por su parte, se conoce que el gobierno está realizando gestiones para el mejoramiento de la calificación de riesgo del Ecuador en el mercado internacional de capitales y su renovada participación  en el mismo, lo que permitiría generar mayor atracción de nuevas fuentes de inversión externa y doméstica. Coincidentemente, quizá puede contribuir a este fin la realización del 4 al 7 de mayo próximo, en Guayaquil del XLVII Consejo Directivo de la Asociación Iberoamericana de cámaras de Comercio. 
Observación electoral
OEA y el Consejo Nacional Electoral firmaron el 17 de enero un acuerdo para que una misión de observación electoral acompañe las elecciones presidenciales y legislativas el 17 de Febrero. Esta misión que estará integrada por 80 personas, está siendo liderada por el exvicepresidente de Republica Dominicana, Francisco Albuquerque, y la Subjefa, María Teresa Mellenkamp, quienes han iniciado sus rondas de reuniones en el Ecuador con el Consejo Nacional Electoral, autoridades de gobierno central, candidatos, medios de comunicación y la comunidad diplomática en el país[footnoteRef:26].  [26:  OEA. OEA y Ecuador firman acuerdo para la Misión de Observación de las elecciones presidenciales y legislativas. 17/01/2013. Disponible en:
 http://www.oas.org/es/centro_noticias/comunicado_prensa.asp?sCodigo=C-014/13.
 El Hoy. CNE firma convenio con OEA para observación electoral.17/01/2013. Disponible en: http://www.oas.org/es/centro_noticias/comunicado_prensa.asp?sCodigo=C-014/13] 

Asimismo,  UNASUR acompañará los comicios con una misión electoral liderada por la excanciller colombiana y ex primera secretaria ejecutiva de UNASUR, María Emma Mejía, y conformada por 46 representantes del Consejo Electoral del grupo que está integrado por autoridades electorales de los países miembros de la organización. La misión arribará al país a inicios de febrero[footnoteRef:27]. [27:  El Comercio. Misión electoral de la Unasur para Ecuador tendrá 46 personas. 03/12/2013. Disponible en: http://www.elcomercio.com/politica/elecciones_2013-Unasur-OEA-Rafael_Correa_0_821917897.html. ] 

Controversia por falsificación del título del expresidente del Banco Central del Ecuador
La falsificación por parte de Pedro Delgado, expresidente del Banco Central del Ecuador, de su título universitario –el cual ya fue anulado– fue calificada por el propio Delgado como “debilidad” en la que incurrió “hace más de dos décadas”. Este escándalo que sorprendió a la opinión pública, pues Delgado meses pasados recibió el apoyo total del gobierno y del propio Presidente de la República, derivó en que se nombraran nuevas autoridades en el área financiera[footnoteRef:28] y que, a solicitud del propio gobierno ecuatoriano, se suspendiera la visa de Delgado en los EEUU, país al que viajó horas después de aceptar la suplantación de su título con motivo de asistir “al matrimonio de su hijo”. El cambio radical de la postura del gobierno frente a la situación de este ex funcionario lo ha hecho sentirse “perseguido político” según declaraciones de su abogado. Por todo ello, las repercusiones políticas fueron amplias y adversas para el gobierno, sobre todo por el inicial apoyo del Presidente a su primo considerado en su momento de su total confianza. Adicionalmente a esto, la oposición señala que la falsificación del título es la menor de las irregularidades perpetradas por Delgado, entre las que se mencionan tanto la facilitación de la aprobación de un crédito por 800 mil dólares a un ciudadano argentino, sin garantías de por medio, cuanto negociaciones no transparentes para la venta de activos bajo el fideicomiso a su cargo, incluyendo la tentativa de venta de un banco público a Irán. [28:  Diego Martínez, ex Subsecretario de Planificación y Desarrollo y de la Secretaria Nacional de Educación Superior, Ciencia y Tecnología, reemplazó a Pedro Delgado como Presidente del Directorio del BCE. Por otra parte, “la Secretaría de Gestión Inmobiliaria del Sector Público (Inmobiliar) fue asumida por Arturo Mejía; y, el Banco Nacional de Fomento tendrá como presidente de su directorio al ministro de Agricultura, Javier Ponce… la Ugedep (Unidad de Gestión y Ejecución de Derecho Público del Fideicomiso AGD-CFN No Mas Impunidad) estará a cargo de Katia Torres, el Ministerio Coordinador de Patrimonio será dirigido por María Belén Moncayo, y finalmente la Agencia Nacional de Tránsito contará con Paola Carvajal como su nueva directora Ejecutiva. El Nuevo Empresario, 24/1/13, www.elnuevoempresario.com] 

Denuncias sobre presunto plagio y falsificación del título de Jorge Glass, binomio de Correa
Representantes de la oposición han presentado denuncias de que el exministro Coordinador de los Sectores Estratégicos y ahora candidato a la Vicepresidencia en el binomio de Rafael Correa, Jorge Glass Espinel, habría plagiado decenas de páginas de su tesis para obtener su título de Ingeniero Eléctrico en el 2008 –12 años después de egresar–, denuncia que ha sido tajantemente desmentida por el afectado y por el propio Presidente de la República y que ha merecido de parte de la prestigiosa Facultad de Ciencias Matemáticas de la Escuela Superior Politécnica del Litoral (Espol) la conformación de una comisión de tres integrantes para investigar la originalidad de la tesis de grado que Glas Espinel presentó para obtener su título de tercer nivel[footnoteRef:29]. Entre tanto las autoridades de la ESPOL han señalado que no ven razón justificada para invalidar este título y que la comisión constituida no ha establecido plazo para dar a conocer sus conclusiones. Esta situación ha generado un malestar en la institución académica que teme que su imagen y prestigio se vea mermados. [29:  La Hora. Espol arma comisión para investigar título de Jorge Glas. 17/01/2013. Disponible en: http://www.lahora.com.ec/index.php/noticias/show/1101452394/-1/Espol_arma_comisi%C3%B3n_para_investigar_t%C3%ADtulo_de_Jorge_Glas.html#.UQKqAB3M2H8] 

Conformación del Consejo de la Judicatura
El especialmente controvertido Consejo Transitorio de la Judicatura, que fue establecido luego de la victoria del Sí en el referéndum de mayo del 2011 por un plazo de 18 meses con la muy compleja responsabilidad de reformar el sector justicia en el Ecuador, concluyó sus funciones con irrebatibles logros en términos de la modernización, ampliación y mejoramiento de la infraestructura del sector justicia y con una substantiva disminución de los casos represados. Estos logros, a ojos de la oposición, constituyen la cortina de humo bajo la cual el ejecutivo pretende esconder su objetivo de controlar el sector justicia.  En ese contexto, el informe de la veeduría internacional realizada al proceso de conformación del Consejo de la Judicatura, presidida por el exjuez Baltasar Garzón, fue bien recibido por el gobierno, así también por la prensa oficialista que resaltó los avances arriba señalados en el sector justicia. 
Por su parte, la oposición proyectó ampliamente las observaciones de esta veeduría en términos de irregularidades encontradas en el proceso de selección de los nuevos jueces, particularmente en el determinante peso de la “entrevista personal”, elemento subjetivo en relación a otros parámetros en la puntuación definidos en la selección que permitió, según la oposición, que algunos candidatos a jueces cercanos al oficialismo pudieran ganar más puntos en ese componente respecto a otros candidatos que se dice no eran del agrado del poder. No obstante, la mayor observación reside en la indirecta pero indiscutible amenaza que puede pesar sobre los fallos judiciales mediante el mecanismo de aplicación de fallas en el desempeño de sus funciones en el caso de los jueces, errores que en la normativa aprobada corresponde determinar al propio Consejo de la Judicatura, el cual por este medio tendría un  instrumento para influir los más importantes fallos judiciales. 
En este sentido, un nuevo y ya no transitorio Consejo de la Judicatura se posesionó el 23 de Enero en la Asamblea Nacional, el cual está conformado por cinco vocales[footnoteRef:30], que según la oposición por la forma de su designación, es controlado por personas estrechamente ligadas al ejecutivo. Pese a las observaciones de la oposición es ampliamente reconocido el hecho de quien presidirá el mismo, el exministro del Interior, exsecretario de la Presidencia y conocido defensor de los derechos humanos y de reforma de la justicia en el Ecuador incluso antes del régimen de Correa, Gustavo Jalkh, es persona de reconocido prestigio, capacidad profesional y ética personal, quien además luego de su designación como presidente del nuevo Consejo de la Judicatura ha señalado su convicción sobre la necesidad de mantener la independencia de las funciones del Estado, independencia que no debiera excluir la adecuada coordinación entre los mismos.     [30:  Gustavo Jalkh, Tania Arias, Jorge Rodríguez, Néstor Arbito y Ana Peralta, son los nuevos vocales del Consejo Nacional de la Judicatura que juraron a sus cargos. El Hoy. Nuevo Consejo de la Judicatura se posesiona en la Asamblea.  23/01/2013. Disponible en: http://www.hoy.com.ec/tag/935/asamblea-nacional/ ] 

El Ministerio de Defensa, una cartera prioritaria para la revolución ciudadana
La Ministra de Defensa en actos oficiales referidos a conmemoraciones de las Fuerzas Armadas señaló, con críticas diversas de la oposición, la importancia de esta cartera de Estado en el proceso de institucionalización de la revolución ciudadana y cumplimiento de los “principios alfaristas”. Semanas después volvió a hacer noticia al declarar la triplicación que ha tenido el presupuesto de las fuerzas armadas a lo largo de la gestión de Correa y el hecho de que las mismas se hallan ahora institucionalmente capacitadas para el cumplimiento de sus obligaciones constitucionales.
128ª Asamblea General de la Unión Interparlamentaria Mundial se desarrollará en Quito
Otro evento internacional de potenciales repercusiones políticas es la realización de la 128ª Asamblea General de la Unión Interparlamentaria Mundial en Quito entre el 22 y el 27 de marzo, cuyo debate general versará sobre el tema “Del crecimiento sin fin al desarrollo con fines "Buen Vivir": Nuevos enfoques, nuevas soluciones”, este evento al que se espera asistirán alrededor de dos mil delegados y participantes, conlleva diversos foros en los que se debatirán temas sobre la equidad de género, la inclusión de sectores subrepresentados, el rol de los medios de comunicación y el problema de  violencia.

PERÚ
Revocatoria contra la alcaldesa de Lima
El principal asunto político que se ventila hoy en el Perú es el pedido de revocatoria contra la alcaldesa de Lima, Susana Villarán (Fuerza Social). El día de la consulta está fijado para el 17 de marzo y prácticamente todas las fuerzas políticas nacionales han tomado posición frente a esta demanda promovida por personas aparentemente independientes, encabezado por el abogado Marco Tulio Gutiérrez, pero, según una serie de indicios, estrechamente vinculadas al anterior alcalde de Lima, Luis Castañeda Lossio. 
A favor de la permanencia de la alcaldesa se han manifestado el Partido Popular Cristiano, segunda fuerza en la Municipalidad de Lima; Perú Posible, del expresidente Alejandro Toledo; Acción Popular, partido formado por fallecido expresidente Fernando Belaúnde, los tres de derecha o centroderecha. En torno a Susana Villarán existe un frente de pequeños partidos de izquierda, que se agrupan con la denominación de Confluencia por Lima. El Partido Nacionalista, del presidente Ollanta Humala, mantiene una neutralidad básica, pero el Presidente y algunos ministros han dado claras señales de estar contra la revocatoria de la alcaldesa. 
Las agrupaciones que promueven la remoción son, Solidaridad Nacional, del exalcalde de Lima y el Partido Aprista, del expresidente Alan García. Además de estos partidos, la mayor parte de los medios de comunicación se han sumado a esta campaña. Sin embargo, el soporte principal de los que apuestan por la revocatoria es un amplio sector de limeños que han hecho suyas la caricatura que han trazado los revocadores acerca de ella, como una persona poco trabajadora  e ineficiente.
En el caso del Apra, su objetivo es recuperar un protagonismo político de cara al año 2016, sobre todo después de su desastrosa participación en las elecciones generales del 2011, en la que no pudo tener candidato a presidente y obtuvo solo cuatro curules de 130.
A siete semanas de la consulta, según una última encuesta de GFK, publicada el 27.1.2013 en el diario La República, 60% de los limeños consultados están a favor de la revocatoria, mientras que solo 39% están por que la alcaldesa se mantenga en el cargo. El pedido de revocatoria tiene mayor aceptación entre los niveles socioeconómicos calificados como  C, D y E.  
Si se produjera la derrota de Susana Villarán, será la izquierda, que intenta reconstruir un espacio político perdido hace ya dos décadas, la que sufra el mayor golpe. Mientras tanto, el gobierno sentiría la paralización de las obras programadas para Lima, pues la revocatoria implica la salida también de todos los concejales, incluidos los de oposición, lo que obliga a convocar nuevas elecciones para completar el periodo, iniciado en octubre del 2010 y que culmina el 2015.
 Kañaris: protestas comunales contra proyecto de inversión minera
Después de seis meses de relativa tranquilidad social, sobre todo en relación con los proyectos de inversión en minería, la tensión ha reaparecido. Esta vez la tensión tiene lugar en el distrito de Kañaris, provincia de Ferreñafe, región Lambayeque, en la sierra norte del país.  El conflicto venía incubándose desde el año pasado; en setiembre, según narran los dirigentes de los comuneros, hubo una consulta en la que participó la mayoría de la comunidad y en la que más de 90% se pronunció contra el proyecto de la empresa minera canadiense Candente Cooper. Las autoridades del gobierno nacional y los representantes de la empresa desconocen esa asamblea mencionada; por el contrario, señalan que en julio del 2011 hubo otra, que lo aprobó. 
Durante las últimas dos semanas el conflicto se ha agudizado. Los comuneros bloquearon la carretera de acceso de la costa a la comunidad de Marayhuaca; y el 24 de enero, un enfrentamiento con la Policía Nacional dejó un saldo de 24 heridos, cuatro de ellos con lesiones graves. El gobierno nacional, en especial las autoridades directamente involucradas —como el ministro de Energía y Minas—, están reaccionando con el mismo libreto del prolongado conflicto de la población de Cajamarca  contra el proyecto minero Conga. Sostienen que son grupos radicales los que provocan el rechazo e incluso que uno de los dirigentes integró el MRTA, uno de los actores del conflicto armado interno (1980-1990), hoy desarticulado y prácticamente inactivo.
En una reunión sostenida el 26 de enero por los representantes de la comunidad campesina San Juan Bautista de Kañaris y las autoridades regionales y locales —con presencia del presidente de la región y de uno de los parlamentarios por Lambayeque— se acordó conformar una comisión que se traslade a Lima para comunicar un pliego de siete demandas, tres particularmente importantes: el retiro de las empresas mineras Candente Cooper del distrito de Kañaris y Minera Santa Elisa del distrito de Inkawasi; la anulación de la resolución de la Autoridad Nacional del Agua que autoriza el uso del agua a Candente Cooper; y la apertura del diálogo con los representantes del gobierno central. 
El desarrollo de este conflicto en las próximas semanas podría afectar al gobierno central, que, después de la suspensión del proyecto Conga, a mediados del 2012, se ha visto beneficiado en las encuestas de opinión pública.
Presidente Ollanta Humala y su esposa Nadine Heredia: alta aprobación
En las últimas tres encuestas nacionales de opinión pública publicadas en enero se constata un ascenso de la aprobación del presidente, que se ubica entre 55% y 58%. Cabe resaltar que en el mismo tiempo de gestión del presidente Humala, los dos mandatorios anteriores, Alejandro Toledo y Alan García, bordearon apenas el 35%. Según las encuestadoras GFK e Ipsos-Apoyo, el ascenso viene siendo constante desde setiembre del 2012, cuando solo 37% de las personas encuestadas aprobaban la gestión del mandatario.
La más alta aprobación proviene de los sectores A y B (66%); la más baja, del sector D (50%). Queda claro que la disminución de los conflictos sociales y el incremento de los programas sociales dirigidos a los más pobres, durante los últimos seis meses, han tenido un efecto positivo.
En la encuesta de GFK, cuando se pregunta cuáles son los aspectos más positivos del gobierno, “Trabaja en programas sociales para los pobres” obtiene el porcentaje más alto (41%). Lo siguen “Tiene un buen manejo de la economía” (26%) y “Está haciendo una buena gestión” (25%). Por el contrario, los aspectos más negativos son que “No cumple con sus promesas” (40%) y “No combate la delincuencia” (40%).
La primera dama, Nadine Heredia, alcanza en las tres encuestas publicadas una aprobación por encima del 60%. En la más reciente, de GFK, obtiene 68% y solo 27% de desaprobación. Esto ubica a Nadine Heredia como una potencial candidata presidencial para el 2016, sobre todo tomando en cuenta que en Partido Nacionalista no existe un líder que pueda competir con ella en popularidad; y además, porque es una dirigenta política con gran influencia en las decisiones que adopta el gobierno. Sin embargo, existe una norma, aunque no de carácter constitucional, que impide que los familiares directos del presidente de la República postulen en el periodo inmediato al fin de su gestión. Los partidos políticos y los medios de comunicación son particularmente sensibles a la posibilidad de esta candidatura. Aunque ella ha declarado públicamente que las normas están para respetarlas, no puede descartarse que finalmente sea candidata.
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